SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°129 
RADICACIÓN: 660013109004201900065-01
ACCIONANTE: ADRIANA DE JESÚS OBANDO O
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEFINICIÓN JURISPRUDENCIAL / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / INEXISTENCIA DE HECHOS VULNERADORES DEL DERECHO.
El derecho fundamental al debido proceso ha sido definido así por la jurisprudencia constitucional:

“[…] el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia…”
Como se aprecia, la Fiscalía ha actuado de acuerdo con sus competencias, y no se vislumbra un procedimiento irregular. Por demás, le asiste razón al delegado del ente acusador cuando advierte que no puede reabrir la investigación como quiera no existen elementos nuevos que así lo determinen, y la accionante tampoco hizo referencia a otro elemento o información adicional a ese respecto. (…)
Ahora, en cuanto a la petición de ser incluida en el registro único de víctimas y de recibir una indemnización, se observa que la UARIV administrativamente ya se pronunció sobre el tema, y decidió negar la reclamación por cuanto no encontró elementos técnicos necesarios y suficientes que permitan determinar la ocurrencia del hecho victimizante de homicidio; sin embargo, la accionante no hizo uso de los recursos de ley contra el acto administrativo que negó el registro…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinte (20) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                Acta de Aprobación No 1057
                                                 Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora ADRIANA DE JESÚS OBANDO OROZCO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.) con ocasión de la acción de tutela contra las Fiscalías Seccionales 01 y 02 de Anserma (Cdas.) y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.
2.- DEMANDA 

La accionante señala que sostuvo una relación por cerca de 12 años con el señor JORGE ELIÉCER MUÑOZ VALENCIA, quien falleció cuando ejercía su labor como “informante de la Policía Nacional en el municipio de Anserma (Cdas.)”, sin embargo, no existe ninguna investigación para esclarecer su homicidio y el proceso fue archivado provisionalmente por la Fiscalía de Anserma en enero 17 de 1995. 

Por lo anterior solicita: (i) la revaloración de la necropsia y del acta de levantamiento de cadáver; (ii) ser reconocida e inscrita en el Registro Único de Víctimas; y (iii) ser indemnizada por el Estado por medio de la UARIV.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela la funcionaria de primer nivel corrió traslado a las entidades accionadas, las que se pronunciaron así:
- El Fiscal 01 Seccional solicitó no se tutelen los derechos fundamentales presuntamente conculcados, por cuanto la entidad ha actuado conforme a derecho. Revisada la investigación que se adelantó bajo el radicado No 681 por el presunto delito de homicidio, donde aparece como víctima JORGE ELIÉCER MUÑOZ VALENCIA, se observa que los hechos acontecieron en julio 04 de 1993 en la vía pública del barrio Restrepo del municipio de Anserma. Una vez adelantada las pesquisas tendientes a esclarecer los hechos, y ante la imposibilidad de identificar e individualizar al presunto responsable se archivó provisionalmente la investigación, mediante auto inhibitorio de fecha enero 12 de 1995 por parte del entonces titular de la Fiscalía 23 Seccional.
Contrario a la manifestación de la acción a ella se le recibió una declaración juramentada, al igual que a varios familiares del occiso, cuyos testimonios no aportaron elementos al ente acusador para ejercer la acción penal correspondiente.

La acción constitucional incoada se fundamenta en una presunta violación a los derechos del deber de investigar y el deber de reparar a las víctimas, pero en ningún aparte del expediente aparece la calidad que dice la accionante ostentaba el occiso de informante de la Policía, y menos del ente acusador.

La tutela no está llamada a prosperar porque cada autoridad está revestida de sus competencias conferidas por mandato constitucional y/o legal, y el amparo constitucional no puede entenderse y asumirse como un mecanismo de protección alternativo porque en este caso si bien es cierto el auto de archivo es provisional, es decir la investigación se encuentra suspendida, a la fecha no han surgido nuevos medios de prueba o de convicción que permitan su reapertura.

Además de lo anterior, no está acreditado que el homicidio tenga relación directa con el conflicto armado o se haya cometido por alguna organización al margen de la ley.

- El jefe de oficina asesora jurídica (e) de la UARIV solicitó se deniegue las pretensiones de la accionante por no afectación de derechos fundamentales. Y  Argumentó que como requisito indispensable para que una persona pueda acceder a las medidas previstas en la ley 1448 de 2011 –Ley de Víctimas y Restitución de Tierras-, debe haber presentado declaración ante el Ministerio Público –Resolución 02873 de octubre 01 de 2019- y estar incluida en el Registro Único de Víctimas –RUV-. 
En el presente asunto la señora ADRIANA DE JESÚS OBANDO OROZCO no cumple con las anteriores condiciones, motivo por el cual la Dirección de Registro de la Unidad para las Víctimas en agosto 12 de 2014 expidió la Resolución 2014-629322 mediante la cual resolvió no incluir en el RUV a la señora ADRIANA, y no reconocer el hecho victimizante de homicidio. El referido acto administrativo se encuentra en firme por cuanto no se interpuso ningún recurso.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de octubre 16 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia no tuteló los derechos fundamentales invocados por la señora ADRIANA DE JESÚS OBANDO OROZCO, por cuanto la Fiscalía General de la Nación a través de sus delegados se encuentra revestida de competencias legales y constitucionales, y el juez de tutela no cuenta con la facultad de intervenir en sus actuaciones, excepto en asuntos donde se afecten derechos fundamentales, pero esa situación aquí no sucede. Además, quedó demostrado que el ente acusador luego de las indagaciones pertinentes decidió archivar provisionalmente la investigación ante la imposibilidad de identificar e individualizar al presunto responsable del hecho.
Tampoco ha vulnerado ningún derecho fundamental la UARIV, por cuanto en su momento se pronunció frente a las pretensiones de la accionante, y emitió un acto administrativo debidamente motivado contra el cual procedían los recursos de ley, pero la señora ADRIANA OBANDO no los utilizó, y no ha hecho uso de la jurisdicción contenciosa administrativa.

4.- IMPUGNACIÓN

La accionante se mostró inconforme con la decisión, y argumentó que la manifestación de la fiscalía de que ella rindió una declaración juramentada en julio 07 de 1993 es un montaje, por cuanto nunca fue llamada por la Fiscalía. E insiste que su compañero trabajó como informante de la Policía de Anserma.
La UARIV dice que no hay pruebas para ser incluida en el registro único, pero en realidad si aportó los documentos como son el acta de levantamiento y necropsia 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales deprecados por ADRIANA OBANDO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola como lo pide el accionante.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dosier, se aprecia que la señora OBANDO OROZCO reclama que la Fiscalía 01 Seccional de Anserma continúe la investigación del proceso que se había iniciado por el homicidio del señor JORGE ELIECER MUÑOZ VALENCIA, y que la UARIV la reconozca como víctima y la indemnice. 
Desde ya dirá la Sala que comparte la decisión de la juez de primera instancia por lo siguiente:
La Fiscalía 01 Seccional de Anserma indicó que la investigación por los hechos que acontecieron en julio 04 de 1993 en el cual murió el señor JORGE ELIÉCER MUÑOZ VALENCIA a consecuencia de un impacto con proyectil de arma de fuego, se encuentra archivado provisionalmente mediante auto de inhibitorio de enero 12 de 1995, ante la imposibilidad de identificar e individualizar al presunto responsable de dicha conducta.

El derecho fundamental al debido proceso ha sido definido así por la jurisprudencia constitucional:

“[…] el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas”. 

Como se aprecia, la Fiscalía ha actuado de acuerdo con sus competencias, y no se vislumbra un procedimiento irregular. Por demás, le asiste razón al delegado del ente acusador cuando advierte que no puede reabrir la investigación como quiera no existen elementos nuevos que así lo determinen, y la accionante tampoco hizo referencia a otro elemento o información adicional a ese respecto. 
Aunque la accionante señala que no fue llamada a rendir declaración ante la Fiscalía, esa afirmación carece de respaldo por cuanto el delegado 01 Seccional anexó como prueba una declaración juramentada de fecha julio 07 de 1993 que le recibieron a quien se identificó como ADRIANA MARÍA OBANDO OROZCO con cédula de ciudadanía No 24.392.157. Y si bien el segundo nombre no coincide con el de la accionante, el número de cédula si concuerda; en todo caso, la misma Fiscalía señaló que ni dicha declaración, ni la de los demás familiares del occiso, fueron relevantes para la investigación.  

Así las cosas, no puede endilgarse a la Fiscalía 01 Seccional de Anserma afectación del derecho fundamental al debido proceso, por cuanto su actuar se ajustó a los parámetros legales.
Ahora, en cuanto a la petición de ser incluida en el registro único de víctimas y de recibir una indemnización, se observa que la UARIV administrativamente ya se pronunció sobre el tema, y decidió negar la reclamación por cuanto no encontró elementos técnicos necesarios y suficientes que permitan determinar la ocurrencia del hecho victimizante de homicidio; sin embargo, la accionante no hizo uso de los recursos de ley contra el acto administrativo que negó el registro, y en ese orden de ideas no puede señalar la señora ADRIANA OBANDO afirmar que la entidad le está afectando sus derechos fundamentales, cuando es claro que dentro del mismo procedimiento administrativo se le garantizó el debido proceso.
En ese orden de ideas estima la Corporación que la providencia proferida por el juzgado de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, y en consecuencia se dispondrá su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.).
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Corte Constitucional Sentencia C-341 de 2014.
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